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Artículo 5°. Enviar copia auténtica de la presente resolución, previa su ejecutoria, a la 
Oficina Asesora Jurídica y a la Dirección General de Asuntos Consulares y Comunidades 
Colombianas en el Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores y al Fiscal General de 
la Nación, para lo de sus competencias.

Artículo 6°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese, notifíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 18 de mayo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

RESOLUCION EJECUTIVA NUMERO 117 DE 2006

(mayo 18)

por la cual se declara la pérdida de fuerza ejecutoria de la Resolución Ejecutiva  
número 181 del 15 de julio de 2005.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de la facultad que le confiere 
el artículo 509 de la Ley 600 de 2000, el artículo 66 del Código Contencioso Administra-
tivo, y

CONSIDERANDO:

1. Que el Gobierno de España a través de su Embajada en Colombia, mediante Nota 
Verbal número 047 de 2004 del 2 de febrero de 2004, solicitó formalmente la extradición 
del ciudadano español Miguel Angel Navarro Jiménez, contra quien la Sección Quinta de 
la Audiencia Provincial de Valencia, mediante Sentencia número 251 de 2000 del 8 de 
noviembre de 2001 lo condenó como autor criminalmente responsable de un delito contra 
la salud pública, a la pena de tres años de prisión.

2. Que el Gobierno Nacional mediante Resolución Ejecutiva número 181 del 15 de julio 
de 2005, previo concepto favorable de la Corte Suprema de Justicia, concedió la extradición 
del ciudadano extranjero Miguel Angel Navarro Jiménez, identificado con el D.N. I número 
44866186-W y Pasaporte 0823125, sin que la captura se hiciera efectiva.

La anterior decisión se notificó personalmente al abogado defensor del ciudadano 
requerido el 1° de agosto de 2005, sin que fuera impugnada, adquiriendo firmeza en los 
términos del artículo 62 del Código Contencioso Administrativo.

3. La Embajada de España mediante Nota Verbal número 197 de 2006 del 3 de mayo 
de 2006, con relación a la concesión de la extradición de este ciudadano manifestó:

“La Embajada de España saluda muy atentamente al honorable Ministerio de Relaciones 
Exteriores de Colombia, y en relación con su Nota Verbal OAJ.E. 0708 del 28 de abril de 
2006, agradece la concesión de extradición del ciudadano español Miguel Angel Navarro 
Jiménez, y se permite informar que la orden de captura con fines de extradición del señor 
Miguel Angel Navarro Jiménez no se hizo efectiva por cuanto el señor Navarro Jiménez 
abandonó el país y fue detenido posteriormente en la República Federal de Alemania, país 
al que se le solicitó la extradición, fue encarcelado y actualmente se encuentra en un centro 
penitenciario de España.

La Embajada de España agradece las gestiones realizadas por ese Ministerio y le co-
munica que en vista de lo expuesto queda sin efecto la solicitud de extradición...”.

4. Que el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo establece:

“Pérdida de fuerza ejecutoria. Salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos 
serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo 
contencioso administrativo pero perderán su fuerza ejecutoria en los siguientes casos:

... 2. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho...”.

5. Que la información de la Embajada de España, en el sentido de que el ciudadano re-
querido se encuentra detenido en España, produce una nueva situación jurídica que requiere 
dejar sin efecto la Resolución Ejecutiva número 181 del 15 de julio de 2005, teniendo en 
cuenta que han desaparecido los fundamentos de hecho que servían de sustento al mencio-
nado acto administrativo, ante lo cual procede declarar la pérdida de su fuerza ejecutoria, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo.

Por lo expuesto,

RESUELVE:

Artículo 1°. Declarar que la Resolución Ejecutiva número 181 del 15 de julio de 2005, 
por medio de la cual se concedió la extradición del ciudadano español Miguel Angel Navarro 
Jiménez, ha perdido su fuerza ejecutoria.

Artículo 2°. Comunicar la presente decisión al Ministerio de Relaciones Exteriores y 
al Fiscal General de la Nación para lo de su cargo.

Artículo 3°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 18 de mayo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

MINISTERIO DE HACIENDA  
Y CRÉDITO PÚBLICO

DECRETOS

DECRETO NUMERO 1564 DE 2006

(mayo 19)

por el cual se regula la oferta pública de valores por emisores extranjeros  
y sucursales de entidades extranjeras.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las conferidas por el numeral 25 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el literal b) del artículo 4° de la Ley 964 de 2005,

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 1.2.4.66. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 
Superintendencia de Valores quedará así:

“Artículo 1.2.4.66. Autorización de la oferta pública. Podrá autorizarse la oferta pú-
blica de valores emitidos por entidades extranjeras, siempre y cuando se cumpla con los 
siguientes requisitos:

1. Cuando se trate de títulos de contenido crediticio, los mismos deberán ser a la orden 
o nominativos y designarse en Colombia una institución con domicilio en el país que actúe 
como administrador de la emisión.

2. Los valores a ser ofrecidos en Colombia deben ser susceptibles de ser ofrecidos 
públicamente en el país donde se encuentre el domicilio principal del emisor.

3. Los valores a ser ofrecidos en Colombia deberán estar calificados por una o más 
agencias calificadoras de riesgo o valores internacionalmente reconocidas a juicio de la 
Superintendencia Financiera de Colombia o por una sociedad calificadora sometida a la 
inspección y vigilancia de dicha entidad.

4. Cuando se vayan a inscribir acciones, deberá informarse los derechos societarios que 
tendrán los inversionistas residentes en Colombia, así como los que tienen los inversionistas 
del país del emisor, acreditando además, a satisfacción de la Superintendencia Financiera 
de Colombia, la forma en que los accionistas residentes en Colombia podrán ejercer sus 
derechos.

5. La entidad extranjera deberá tener inscritos valores en una o más bolsas de valores 
internacionalmente reconocidas, a juicio de la Superintendencia Financiera de Colombia, 
de manera previa a la realización de la oferta.

6. Cuando ello sea requerido por la ley del país donde se encuentre el domicilio principal 
de la entidad extranjera, deberá acreditarse que la inscripción o la oferta de los valores a ser 
emitidos en Colombia fue debidamente autorizada por el organismo de control competente 
en dicha jurisdicción.

Parágrafo. Las sucursales de entidades extranjeras que desarrollen actividades per-
manentes en Colombia podrán actuar como emisores y realizar oferta pública de valores 
que otorguen a sus titulares derechos de crédito, siempre que las mismas cumplan con los 
siguientes requisitos:

1. Que el período de operación de la sucursal en el país no sea inferior a tres (3) años. 
En caso que la sucursal se encuentre en etapa preoperativa o tenga menos de tres (3) años 
de haber iniciado operaciones en el país, deberá presentar a la Superintendencia Financiera 
de Colombia un estudio de factibilidad económica, financiera y de mercado o, en el evento 
que la emisión cuente con el respaldo de la entidad extranjera, demostrar que esta tiene 
inscritos valores, en una o más bolsas de valores internacionalmente reconocidas, a juicio 
de la Superintendencia Financiera de Colombia.
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2. Que el plazo de los valores objeto de oferta pública no supere el plazo establecido 
para la duración de sus negocios en el país.

3. El prospecto y demás documentación soporte de la emisión deberá precisar de manera 
inequívoca si la emisión cuenta con el respaldo de la entidad extranjera. En tal caso, deberá 
indicarse cuando menos:

3.1 El alcance de la obligación de la entidad extranjera, en particular, si se respalda 
total o parcialmente la emisión de la sucursal y si la obligación de la entidad extranjera es 
solidaria o subsidiaria.

3.2 El orden de prelación para el pago que tendrán los tenedores de los valores emitidos 
por la sucursal, en el evento de cualquier procedimiento concursal universal que se adelante 
judicial o extrajudicialmente contra la entidad extranjera.

3.3 La ley y la jurisdicción aplicables a la obligación de la entidad extranjera, inclu-
yendo una descripción del procedimiento que deba adelantarse para su cobro extrajudicial 
o ejecución forzosa judicial.

Para efectos de verificar la información a que se refiere el numeral 3 del presente pará-
grafo, deberá presentarse una opinión legal emitida por un abogado idóneo, autorizado para 
ejercer como tal en el país donde se encuentre el domicilio principal de la entidad extranjera, 
que no tenga interés alguno en el resultado del proceso de emisión, con destino a la Super-
intendencia Financiera de Colombia. Así mismo, deberán presentarse las autorizaciones 
correspondientes, emitidas por el órgano competente de la entidad extranjera.

Además de los requisitos generales previstos para el prospecto en la presente resolu-
ción, en caso que la emisión cuente con el respaldo de la entidad extranjera, el prospecto 
deberá contener el nombre comercial de la entidad extranjera, su objeto social, su domicilio 
principal, la dirección de la oficina principal y la información financiera de la entidad ex-
tranjera, necesaria para el cabal conocimiento por parte de los inversionistas de los riesgos 
que asumen.

La sucursal estará sometida a las obligaciones de actualización del Registro Nacional de 
Valores y Emisores previstas para las entidades colombianas. En caso que la emisión cuente 
con el respaldo de la entidad extranjera, esta deberá cumplir, por medio de la sucursal, con los 
deberes de información eventual previstos en la presente resolución, para todos los emisores, 
y con los deberes de información periódica previstos para las entidades extranjeras.

La emisión de bonos pensionales por parte de sucursales de entidades extranjeras se 
sujetará al régimen aplicable a los mismos y, en consecuencia, no estará sujeta a lo previsto 
en este parágrafo”.

Artículo 2°. El artículo 1.2.4.67. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 
Superintendencia de Valores quedará así:

“Artículo 1.2.4.67. Menciones del prospecto de colocación. Además de los requisitos 
generales previstos para el prospecto en la presente resolución, tratándose de emisiones 
realizadas por entidades extranjeras, el mismo deberá contener lo siguiente:

1. Una descripción detallada del sistema o procedimiento que se utilizará para la colo-
cación de la emisión, indicando las entidades colocadoras, los sitios en los cuales se puede 
hacer la suscripción y las bolsas de valores en que estarán inscritos los títulos. Cuando la 
emisión vaya a ser colocada en diferentes mercados, se especificará dicha información 
respecto de cada uno de ellos.

2. La definición del régimen jurídico de los valores con indicación de los tribunales 
competentes para el ejercicio de cualquier acción legal o procedimiento relativo al cumpli-
miento y ejecución forzosa de las obligaciones que de ellos se originen.

3. Una descripción sucinta del régimen fiscal aplicable a los valores, así como del 
régimen cambiario y de inversiones internacionales del país en que tenga su domicilio 
principal el emisor.

4. La designación de los agentes que en Colombia recibirán en nombre del emisor y en 
el de su patrimonio, notificaciones de actuaciones judiciales, en el caso que la jurisdicción 
establecida sea la colombiana.

5. La cláusula de salvaguardia por la cual los derechos del tenedor y las obligaciones 
del emisor se equiparan por lo menos “pari passu” en prioridad de pago y de garantía 
con toda la demás deuda directa del emisor representada en valores, no garantizada y no 
subordinada, y

6. La demás información que la Superintendencia Financiera de Colombia estime in-
dispensables para los fines que la ley ha dispuesto.

Parágrafo 1°. En caso que la emisión vaya a ser colocada en diferentes mercados, el 
prospecto que deba circular en Colombia deberá allegarse en castellano; cuando el idioma 
original del mismo no sea el castellano, deberá allegarse su traducción oficial.

Parágrafo 2°. Los estados financieros del emisor incluidos en el prospecto deberán ser 
auditados por una firma de reconocido prestigio, a juicio de la Superintendencia Financiera 
de Colombia”.

Artículo 3°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 19 de mayo de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

DECRETO NUMERO 1565 DE 2006

(mayo 19)

por el cual se dictan disposiciones para el ejercicio de la actividad  
de autorregulación del mercado de valores.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucio-
nales y legales, en especial de las conferidas por los numerales 11 y 25 del artículo 189 de 
la Constitución Política; los literales a), c), y h) del artículo 4°, el parágrafo 1° del artículo 
24, el parágrafo 1° del artículo 25, el literal a) del artículo 26 y el inciso 2° del numeral 1 
del parágrafo 3° del artículo 75 de la Ley 964 de 2005; y el numeral 2 del artículo 110 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero,

DECRETA:

CAPITULO PRIMERO

Aspectos generales de la autorregulación del mercado de valores
Artículo 1°. Obligación de autorregulación. Están en la obligación de autorregularse 

en los términos del presente decreto quienes realicen actividades de intermediación de 
valores. Esta obligación se entenderá cumplida siempre y cuando sobre la actividad de 
intermediación de valores se surtan en todo momento las funciones normativa, de super-
visión y disciplinaria por parte de uno o más organismos de autorregulación de los cuales 
sea miembro el intermediario de valores.

La membresía en un organismo de autorregulación será necesaria para poder actuar en 
el mercado de valores.

Parágrafo 1°. Los miembros de las bolsas de bienes y productos agropecuarios, agroin-
dustriales o de otros commodities no estarán sujetos a lo previsto en el presente decreto.

Parágrafo 2°. Tampoco estarán sujetos a lo previsto en el presente decreto los fondos 
mutuos de inversión en la medida en que realicen sus actividades de intermediación exclusi-
vamente por conducto de otros intermediarios. En caso que las actividades de intermediación 
de los fondos mutuos de inversión se realicen directamente, estarán sujetos a las normas 
del presente decreto.

Artículo 2°. Sujetos de autorregulación. Los organismos de autorregulación ejercerán 
sus funciones respecto de los intermediarios de valores que sean miembros de los mismos, 
ya sean personas naturales o jurídicas, quienes estarán sujetos a los reglamentos de auto-
rregulación.

Adicionalmente, las funciones del organismo de autorregulación se ejercerán respecto de 
las personas naturales vinculadas a cualquier intermediario de valores que sea miembro del 
organismo de autorregulación correspondiente, aún cuando tales personas no se encuentren 
inscritas previamente en el Registro Nacional de Profesionales del Mercado de Valores ni 
hayan sido inscritas en el organismo autorregulador, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 33 del presente decreto. La vinculación de una persona natural a un intermediario de 
valores que sea miembro de un organismo de autorregulación implica que este podrá ejercer 
sus funciones en relación con dicha persona, así como la aceptación de los reglamentos de 
autorregulación y de los reglamentos de las bolsas de valores, de los sistemas de negociación 
y de los sistemas de registro donde opera el respectivo intermediario.

Parágrafo. Para los efectos del presente decreto, se entiende por personas naturales 
vinculadas a cualquier intermediario de valores a los administradores y demás funciona-
rios del respectivo intermediario, independientemente del tipo de relación contractual, en 
cuanto participen, directa o indirectamente, en la realización de actividades propias de la 
intermediación de valores.

Artículo 3°. Alcance de la autorregulación. Los organismos de autorregulación desa-
rrollarán las actividades previstas en el Capítulo Tercero del presente decreto en relación 
con las actuaciones de los intermediarios de valores, tanto en los sistemas de negociación 
como en el mercado mostrador, así como en relación con las demás actuaciones propias 
de la actividad de intermediación, incluyendo las relaciones de los intermediarios con sus 
clientes.

Los reglamentos de los organismos de autorregulación deberán establecer las actividades 
y operaciones que estarán a cargo del mismo.

Parágrafo. Los organismos de autorregulación no ejercerán funciones sobre los in-
termediarios de valores en asuntos no relacionados con el desarrollo de la actividad de 
intermediación de valores.

Artículo 4°. Reglamentaciones expedidas por las bolsas de valores y las sociedades 
administradoras de sistemas de negociación. Sin perjuicio de las funciones normativas que 
pueden realizar los organismos autorreguladores, las bolsas de valores y las sociedades 
administradoras de sistemas de negociación podrán expedir reglamentos en relación con la 
inscripción de valores, la admisión, desvinculación y actuaciones de sus miembros y de las 
personas vinculadas a ellos, así como las normas que rigen el funcionamiento de los mercados 
que administran y la negociación y operaciones que se celebren a través de ellos.

En tales reglamentos también se establecerán las medidas y los mecanismos tendientes 
a mantener el funcionamiento de un mercado organizado, la forma de hacer cumplir las 
disposiciones previstas en dichos reglamentos, al igual que las consecuencias derivadas del 
incumplimiento de los mismos.

En todo caso, el cumplimiento de tales reglamentos, en lo que tiene que ver con la acti-
vidad de intermediación de valores, será objeto de las funciones de supervisión y disciplina 
del organismo de autorregulación al que esté vinculado el respectivo intermediario.

CAPITULO SEGUNDO

Constitución y funcionamiento de los organismos de autorregulación
Artículo 5°. Forma del organismo de autorregulación. Pueden actuar como organismos 

de autorregulación las siguientes entidades:


